Procesado: JAVR
Radicado # 66001 60 00 036 2015 01082 01

Delito: Inasistencia Alimentaria.

Procede: Juzgado 1º Penal Municipal Pereira

Decisión: Confirma el fallo opugnado.


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
INASISTENCIA ALIMENTARIA / ELEMENTOS QUE ESTRUCTURAN EL DELITO / NATURALEZA JURÍDICA / VALORACIÓN PROBATORIA / SE CONFIRMA LA SENTENCIA DE CONDENA.
… la Sala ha de tener en cuenta cuales son las características del delito de inasistencia alimentaria así como su naturaleza jurídica, las que, según lo aducido de vieja data por la Corte, consistiría en lo siguiente:

“En el artículo 233 del Código Penal el legislador contempló una sanción para quien se sustraiga sin justa causa de la prestación alimentaria debida a sus ascendientes, descendientes, adoptante o adoptivo y el cónyuge. La conducta allí descrita es de peligro, toda vez que no se requiere una efectiva causación de daño al bien jurídico protegido -la familia-, sino simplemente de la probabilidad de un daño para el mismo. Basta con que exista sustracción del civilmente obligado, que ella sea injustificada y, adicionalmente, que aquél conozca la realidad del deber y decida incumplirlo”. (…)
… los elementos que caracterizan la estructura típica del delito de inasistencia alimentaria, serían los siguientes: 

1)
La existencia de una obligación legal por parte de una persona a suministrar alimentos respecto de otra u otras.

2)
La necesidad del alimentario de percibir lo que ha sido denominado como alimentos. 

3)
La capacidad económica del alimentante.

4)
El comportamiento omisivo del alimentante al incumplir de manera injustificada con sus obligaciones alimentarias. (…)
… para la Colegiatura con los medios de conocimiento habidos en el proceso se acreditaba cada uno de los requisitos que son necesarios para la adecuación típica del delito de inasistencia alimentaria, así como todo aquello que atañe con el compromiso penal que le correspondería asumir al Procesado JAVR como resultado de haber incurrido en dicha conducta omisiva.
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Aprobado por acta: 1149

Hora: 3:30 p.m. 

Procesado: JAVR 
Radicado # 66001 60 00 036 2015 05779 01
Delito: Inasistencia Alimentaria.

Procede: Juzgado 1º Penal Municipal de Pereira
Asunto: Resuelve alzada interpuesta por la Defensa en contra de sentencia condenatoria

Temas: Apreciación probatoria. 

Decisión: Confirma el fallo opugnado
VISTOS:

Procede la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver el recurso de apelación interpuesto por el Defensor del procesado JAVR, en contra de la sentencia proferida en las calendas del 18 de diciembre de 2019 por el Juzgado 1º Penal Municipal de Pereira, con funciones de Conocimiento, en virtud de la cual fue declarada la responsabilidad penal del aludido Procesado por incurrir en la comisión del delito de Inasistencia Alimentaria.
ANTECEDENTES:
Acorde con lo consignado en el escrito de acusación, se tiene que los hechos que dieron origen al presente proceso fueron dados a conocer mediante denuncia impetrada por la señora CLAUDIA LORENA RAMÍREZ VÁSQUEZ, quien manifestó que el señor JAVR, padre de sus dos hijos menores, de manera injustificada se ha sustraído de su obligación alimentaria desde el mes de febrero del año 2015, descargándole a ella toda la manutención de los menores.

Relató la señora RAMÍREZ VÁSQUEZ que mediante decisión adoptada por la Comisaria de Familia del Centro Zonal Dos del Instituto de Bienestar Familiar (ICBF)de la ciudad de Manizales, el día 27 de julio de 2015, se le ordenó al señor JAVR pagar una cuota alimentaria por valor de $500.000 mensuales en favor de las menores V.V.R. y D.V.R. esto por cuanto Él no les aportaba nada para su manutención desde el mes de febrero de ese mismo año, fallo que no fue cumplido por el señor JAVR, quien solo ha dado dinero esporádicamente y no en la totalidad de lo ordenado por la Comisaria de Familia, presentándose de esa manera desde entonces los incumplimientos por su parte. 
LA ACTUACIÓN PROCESAL:

1) En audiencia preliminar llevada a cabo el 11 de enero de 2017, ante el Juzgado 2º Penal Municipal de esta localidad, con Funciones de Control de Garantías, al entonces indiciado JAVR le fueron imputados cargos por incurrir en la presunta comisión del delito de inasistencia alimentaria, los cuales no fueron aceptados por el encartado.

2) El escrito de acusación se presentó el 18 de enero de 2017, correspondiéndole el conocimiento al Juzgado 1º Penal Municipal de Pereira, con funciones de conocimiento, el cual realizó la audiencia de acusación el 08 de agosto de 2017. En esa vista pública la Fiscalía reiteró los cargos endilgados durante la imputación. 
3) El 03 de mayo del 2018 se surtió la audiencia preparatoria. El juicio oral se tenía programado para el día 04 de marzo de 2019, sin embargo no se pudo llevar a cabo por cuanto ninguna de las partes compareció a la diligencia. De tal manera se realizó el 18 de diciembre de ese mismo año, fecha en la cual, una vez agotada la fase probatoria del Juicio y escuchados los alegatos de las partes, se anunció el sentido del fallo de carácter condenatorio y se dio lectura a la sentencia. En contra de lo decidido en dicha vista, la Defensa interpuso y sustentó el recurso de apelación.

LA SENTENCIA OPUGNADA:

El proveído judicial objeto del recurso de apelación es la sentencia adiada el 18 de diciembre de 2019 proferida por el Juzgado 1º Penal Municipal de Pereira, con funciones de Conocimiento, en virtud de la cual fue declarada la responsabilidad penal del procesado JAVR, por incurrir en la comisión del delito de inasistencia alimentaria.
Como consecuencia de dicha declaratoria de responsabilidad criminal, el señor JAVR fue condenado a purgar una pena de 32 meses de prisión y al pago de una multa equivalente a 20 s.m.m.l.v. De igual forma en dicho fallo al encausado se le reconoció el subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, por un periodo de prueba de tres (3) años.
Después de hacer un recuento de los dichos de los testigos presentados en el juicio oral y de los EMP y EF arrimadas al expediente, consideró el juzgado A quo que se demostró la responsabilidad penal del Procesado por lo siguiente:

· Los atestado por la señora CLAUDIA LORENA, madre de los infantes V.V.R. y D.V.R., y por la progenitora de esta  y abuela de los menores en mención, da cuenta que el Procesado desde hace mucho tiempo atrás viene incumpliendo con las obligaciones alimentarias para con sus hijos, y que cuando las ha cumplido lo ha hecho de manera esporádica y en cuantía que no asciende a lo ordenado por la Comisaria de Familia; además de ello, tampoco se preocupa por la suerte que corren sus hijos, pues no los llama ni los visita y cuando estos tratan de comunicarse con él, los ignora y no responde a sus mensajes. 
· Si bien es cierto que dentro del proceso no se demostraron los ingresos que recibe o recibía el denunciado para la época de los hechos, sí se probó que para ese entonces JAVR estaba afiliado a la seguridad social como empleado, lo que deja entrever que Él sí recibía un salario que le permitía velar por el bienestar económico de sus descendientes. Aunado a ello, la denunciante indicó que el denunciado jamás ha estado desempleado y no tiene ningún impedimento físico o mental que le impidan desempeñarse laboralmente o no poder responder por sus hijos. 
· El proceder evasivo del Procesado frente a sus obligaciones como padre de los menores V y D, no solo son de orden económico, sino que además trascienden al ámbito de lo moral y afectivo, pues se ha desentendido de los niños también frente a esos aspectos, descargando de esa manera la responsabilidad de la crianza de sus hijos en la madre de estos, quien ha a pesar de no contar con un empleo estable ni unos ingresos fijos, se las ha ingeniado durante estos años, junto con el apoyo de su madre y un hermano, para prodigarle a los menores todo aquello que necesitan tanto en lo material como en las demás esferas de su vida y su desarrollo integral. 

· Con todo lo dicho, es claro que la conducta desplegada por JAVR, resulta ser típica, por cuanto se demostró la existencia de la obligación alimentaria incumplida, además de la falta de voluntad de este para cumplirla; antijurídica porque con ese actuar se afectó el bien jurídico de la familia, y los derechos de los menores víctimas, además de que no hay nada que en realidad justifique ese comportamiento de su parte. 
Por todo lo anterior, concluyó el Juzgado de primer nivel que en este caso no hay duda alguna sobre la responsabilidad penal del señor JAVR y por el contrario hay certeza de una actitud dolosa de su parte, al no cumplir de manera debida con sus obligaciones como padre.
LA ALZADA: 
La tesis de la discrepancia propuesta por el recurrente en la sustentación del recurso de apelación, se fundamentó en establecer que la sentencia de primer grado carece de motivación, por cuanto la misma está basada en el supuesto errado de que el señor JAVR, por aparecer en un registro mercantil como parte de una sociedad comercial y como activo en los registros de seguridad social, sí ha tenido la posibilidad económica de brindar alimentos a los hijos que procreó con la señora CLAUDIA LORENA RAMÍREZ, pero se ha sustraído de la misma sin justificación alguna. 
Por otra parte, considera el apelante que no se puede perder de vista, como lo hizo la falladora de primer nivel, que tanto la denunciante como la madre de esta indicaron que el Procesado sí ha dado dinero para la manutención de sus descendientes, aunque esto no se hubiese dado de manera periódica y consecutiva ni en la cantidad que se pactó en la diligencia celebrada ante Bienestar Familiar, lo que no se puede tener como aportes realizados por fuera del período denunciado, pues hacer tal cosa es ir en contra del principio pro homine. 
Dado lo anterior, y recordando que la Fiscalía finalmente solo demostró que el señor JAVR estuvo afiliado al sistema general de seguridad social entre el año 2012 y hasta el mes de agosto de 2016, no se puede entonces aseverar que durante todos estos años Él ha tenido solvencia económica y que por ende su sustracción a brindar alimentos a sus menores hijos se ha dado como algo doloso y no se encuentra justificado. 
Insiste el recurrente que los aportes extemporáneos que el obligado a dar alimentos, deben ser tenidos en cuenta puesto que nada ha logrado demostrar la solvencia económica del acriminado para brindar alimentos y que por ende ha faltado a dicha obligación de manera injustificada, y es eso a que debe apuntar la actividad probatoria de la Fiscalía en este tipo de casos, pues no basta con demostrar la existencia de la obligación alimentaria, sino que se hace necesario probar también la capacidad económica del implicado y la voluntad de faltar a su deber de dar alimentos. 
En la sentencia C-388 del año 2000, la Corte Constitucional preciso respecto de esta ilicitud que la conducta penal de inasistencia alimentaria se presenta cuando el sujeto activo del delito, siendo consciente de su obligación alimentaria y teniendo los medios económicos para cumplirla, decide de manera voluntaria no hacerlo, situación que reitera, no se presentó en el caso particular. 
Por todo esto  solicitó que al momento de revisar esta sentencia condenatoria se revoque la misma y en su lugar se de  una sentencia absolutoria.

LA REPLICA: 

La Delegada del Ente Acusador una vez escuchó lo argüido por el apelante, solicitó la confirmación de la decisión de primer nivel, indicando para ello que el recurrente en realidad no atacó el contenido de la sentencia proferida, sino que se dedicó a repetir lo dicho en sus alegatos de conclusión. Aunado a ello, la Fiscalía sí probó la existencia de los incumplimientos de la cuota alimentaria por parte del encartado, quien desde febrero del año 2015 no aportaba nada para sus hijos, y si bien es cierto, tal como se logró esclarecer con los testimonios de la señora CLAUDIA LORENA RAMÍREZ y su madre, en el mes de agosto de ese año JAVR dio la suma de $250.000 para sus hijos ello se debió a la orden emitida por la Comisaría de Familia de la ciudad de Manizales. Tampoco es viable aseverar que porque no se demostró a cuánto ascendían los ingresos del Procesado entonces se debe suponer que no tiene con qué responder por sus obligaciones alimenticias, pues afirmar tal cosa es excusar entonces a todas aquellas personas que se niegan a brindar alimentos a quienes se los deben por ley. Además, dentro del presente caso hay que recordar que sí se demostró que el Procesado ejerce una actividad laboral, baste con ver el certificado expedido por Positiva ARL en donde se indica que Él se encontraba por lo menos para el año 2016, afiliado como empleado dependiente desde el año 2012.
Ahora bien, frente a la pretensión del apelante de que se tengan en cuenta los aportes realizados de manera esporádica y parcial por el acusado, para decir que este no ha incumplido con su deber de pagar alimentos para con sus descendientes, es necesario señalar que de eso pues solo se podría tener en cuenta lo dado por JAVR en enero de 2016 que fueron $300.000 y el millón de pesos que dio en diciembre de ese mismo año, pues acá se están teniendo en cuenta las cuotas dejadas de dar por el Procesado desde febrero del año 2015 y hasta enero del año 2017 momento en que se presentó la imputación y el escrito de acusación. 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- Competencia:

La Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, acorde con lo consignado en el numeral 1º del articulo 34 C.P. es la competente para asumir el conocimiento del presente asunto, por tratarse de un recurso de apelación interpuesto en contra de una Sentencia proferida por un Juzgado de categoría Penal Municipal.
De igual manera no se avizora mácula que de alguna u otra forma haya generado una irregularidad sustancial que incida en la nulidad de la actuación procesal.
- Problema Jurídico:

Del contenido de los argumentos blandidos por el recurrente en la alzada, a juicio de la Sala se desprende el siguiente problema jurídico:

¿Se cumplían en el proceso con el mínimo de los requisitos exigidos por el Art. 381 C.P.P. para proferir una sentencia condenatoria en contra del procesado JAVR, por incurrir en la presunta comisión del delito de inasistencia alimentaria?  
- Solución:
Para poder resolver problema jurídico propuesto por el apelante, la Sala ha de tener en cuenta cuales son las características del delito de inasistencia alimentaria así como su naturaleza jurídica, las que, según lo aducido de vieja data por la Corte, consistiría en lo siguiente:

“En el artículo 233 del Código Penal el legislador contempló una sanción para quien se sustraiga sin justa causa de la prestación alimentaria debida a sus ascendientes, descendientes, adoptante o adoptivo y el cónyuge. La conducta allí descrita es de peligro, toda vez que no se requiere una efectiva causación de daño al bien jurídico protegido -la familia-, sino simplemente de la probabilidad de un daño para el mismo. Basta con que exista sustracción del civilmente obligado, que ella sea injustificada y, adicionalmente, que aquél conozca la realidad del deber y decida incumplirlo. Se castiga a quien falta al compromiso nacido del vínculo de parentesco o de matrimonio, y en esa medida pone en peligro la tutela a la familia y la subsistencia del beneficiario.

Así las cosas, en el evento de demostrarse que el sujeto ha cumplido con su obligación, no se configura la conducta delictiva. Si se comprueba que aun de haberla inobservado existe justa causa para ello, la conducta devendría atípica.

En ese orden de ideas, al juez penal le compete verificar si emerge el deber de dar alimentos, si el obligado a ellos en efecto incumplió y si no converge causal de justificación…”
.
Entonces, acorde con lo antes expuesto válidamente se podría concluir que los elementos que caracterizan la estructura típica del delito de inasistencia alimentaria, serían los siguientes: 

1) La existencia de una obligación legal por parte de una persona a suministrar alimentos respecto de otra u otras.

2) La necesidad del alimentario de percibir lo que ha sido denominado como alimentos. 

3) La capacidad económica del alimentante.

4) El comportamiento omisivo del alimentante al incumplir de manera injustificada con sus obligaciones alimentarias. 

Al aplicar lo antes expuesto al caso subexamine, la Colegiatura observa que en la actuación no existe duda probatoria alguna del cumplimiento de los dos primeros aludidos requisitos, puesto que está demostrado tanto la necesidad de los menores ofendidos de percibir alimentos, como los vínculos de consanguinidad que lían a los agraviados con el Procesado, el cual es su padre; siendo por lo tanto el tema en disputa el determinar si se cumplen o no con los otros dos requisitos restantes, si tenemos en cuenta que la Defensa en la alzada ha pregonado que la Fiscalía no logró demostrar la capacidad económica de su apadrinado y que por ende no se ha sustraído de manera dolosa de su obligación alimentaria.
Frente a lo anterior, la Sala dirá que la realidad probatoria nos enseña que las cosas no son como lo plantea el recurrente, pues de acuerdo a lo declarado por la señora CLAUDIA LORENA RAMÍREZ VÁSQUEZ, y por la señora MARÍA REGINA VÁSQUEZ SALGADO, se tiene que ha sido la quejosa, con el apoyo de su progenitora y su hermano, quienes han velado por el cuidado y la manutención de los dos hijos menores procreados con el encausado, para lo cual labora medio tiempo en una papelería y realiza labores de aseo en casas de familia, mientras que JAVR no ha hecho nada en sentido afín, porque desde el año 2015 es poco o nada es lo que ha aportado para la manutención de los menores y tampoco ha estado pendiente de sus necesidades afectivas, pues es ajeno en su relación con ellos. 
De las pruebas allegadas al proceso, quedó claro que el señor JAVR por lo menos para el 02 de agosto del año 2016 y desde el año 2012 se encontraba con una afiliación activa en una ARL en calidad de dependiente de la empresa “TECNISOL MONTAJES INDUSTRIALES S.A.S.” (Fl. 43), misma empresa de la cual aparecía para esas mismas calendas como socio y gerente suplente (Fl. 45); situaciones estas que dan a entender que sí contaba con una fuente de ingresos económicos que le permitía asistir económicamente a sus descendientes, aunque no fuese en la totalidad de lo determinado por la Comisaría de Familia.   
Ahora, es cierto como lo indica el apelante, que el Ente Acusador no trajo al proceso nada para probar la cuantía de los ingresos que percibe en la actualidad y que percibía para el período investigado el señor JAVR, pero tal situación, pero tal situación de falencia probatoria se encuentra enmendada con la presunción consagrada en el artículo 129 de la Ley # 1.098 de 2.006, en virtud de la cual se presume que toda persona que ejerce una actividad laboral «DEVENGA AL MENOS EL SALARIO MÍNIMO LEGAL..».

Lo antes expuesto permitía presumir que el Procesado devengada al menos un salario mínimo legal vigente como consecuencia de su relación con la sociedad “TECNISOL MONTAJES INDUSTRIALES S.A.S.”, en la que según lo declarado por la Sra. CLAUDIA LORENA RAMÍREZ ejercía labores relacionadas con la soldadura, por lo que si el apelante no estaba conforme con dicha presunción, era obvio que le asistía la carga probatoria de desvirtuarla, lo cual, como se sabe no tuvo lugar en el devenir del proceso.

De igual forma, con lo atestado por las dos únicas declarantes que comparecieron al juicio oral, quedó demostrado que el Procesado se ha desentendido de manera absoluta del cumplimiento de sus deberes de padre para con sus  menores hijos D. y V.V.R., y que ello no es una situación que se haya presentado con ocasión de la denuncia presentada el 09 de noviembre de 2015 por la madre de los niños en mención, sino que es algo que se viene dando desde el mismo momento en que ella se separó de Él, esto es desde agosto del año 2014. 
Muestra de ese desinterés del acriminado en la suerte de sus hijos, es que tampoco le intereso hacer parte del proceso y por ello nunca se presentó a las audiencias ni siquiera para tratar de presentar pruebas a su favor o para dar su versión de lo sucedido. 
Bajo esa óptica, no se puede afirmar de manera vehemente, como lo hace el apelante, que JAVR ha incumplido su obligación alimentaria con sus hijos V. y D.V.R., por causas ajenas a su voluntad, como es la carencia de recursos económicos, porque es claro que Él, por lo menos dentro del período denunciado, ha contado y muy probable cuanta con la capacidad económica, así sea mínima, para brindarle a sus hijos una ayuda dineraria que unido a lo que su progenitora y abuela y tío les prodigan, puede cubrir sus necesidades: Pero pese a detentar la capacidad económica para cumplir con sus obligaciones alimentarias, la realidad probatoria es palmaria en demostrar que el acusado se ha sustraído injustificadamente de esa obligación, y aún en la actualidad continúa haciéndolo, es porque en su ser no está el querer contribuir con la manutención de su prole, ni tampoco brindarles cuidados o cariño, pues en ningún momento de este proceso se logró evidenciar siquiera que Él como padre ha intentado por lo menos estar al pendiente de sus necesidades afectivas y morales. 
Lo que viene diciéndose cobra relevancia porque nos señala que no estamos ante un evento de un incumplimiento alimentario justificado, como lo indicó el Defensor en su alzada, y que por el contrario, lo que tenemos acá es un claro caso de un hombre que de manera irresponsable se desentendió de sus hijos, a quienes después de terminar la relación sentimental con su madre, prácticamente los abandonó a su suerte, dejando sobre ella toda la responsabilidad de su manutención y cuidados.  
Todo lo antes expuesto nos quiere decir, contrario a los reclamos formulados por el apelante, que no existía razón valedera alguna que justifique el comportamiento omisivo asumido por el Procesado, ya que si bien es cierto la Fiscalía no logró demostrar la cuantía de sus ingresos mensuales, ello no se puede entender como que no tiene una entrada de dinero fija o estable, pues para nadie es un secreto que en nuestro país muchas personas ejercen labores informales para subsistir, y que muchos hombres en condiciones similares a las del aquí Procesado, prefieren no tener empleos formales para evitar que les embarguen los salarios por demandas de alimentos; razón por la cual también se abstienen de tener propiedades a su nombre, lo que no se puede entender como que no tengan nada en absoluto y se encuentren en la inopia, como se ha querido indicar por la Defensa respecto de su prohijado, persona que se sabe tiene como oficio el de soldador y es socio y labora para una empresa llamada “TECNISOL” cuya matrícula mercantil la ubica en la ciudad de Manizales, de donde, según la versión dada por la denunciante, ella prácticamente se vino huyendo con sus hijos dados los maltratos físicos y verbales a los que Él la sometía (Fl. 14). De tal suerte que las afirmaciones de la Defensa frente a la supuesta justificada imposibilidad que ha tenido el señor JAVR durante todos estos años para brindarle alimentos a su prole, pierde credibilidad y se diluye ante las pruebas presentadas por la Fiscalía, pues aunque se admita que desconocemos cuánto gana en su empleo u oficio como soldador, si es claro que durante estos años ha logrado obtener recursos para su congrua subsistencia, sin importarle un ápice las penurias y demás afujías económicas que pudieran padecer sus hijos dado lo poco que gana la señora CLAUDIA LORENA RAMÍREZ VÁSQUEZ.

Además de ello, no se pueden tomar los aportes mínimos y muy esporádicos que ha realizado el acusado para sus pequeños hijos, y a los cuales hicieron referencia la denunciante y su madre, como excluyentes de su responsabilidad o muestras de que Él sí ha tenido intención de velar por sus hijos, pues tales aportes se han realizado en raras ocasiones y no alcanzan a cubrir aunque sea en parte lo dejado de recibir por los menores afectados. A lo que se le debe aunar que el pago parcial de los alimentos adeudados  en ningún momento se constituye en causal de exoneración de la responsabilidad criminal porque de todas maneras se está en presencia de un delito que ha consumado y que como consecuencia de su carácter permanente se sigue consumando hasta tanto el encausado deje de incurrir en su comportamiento omisivo. 
En suma para la Colegiatura con los medios de conocimiento habidos en el proceso se acreditaba cada uno de los requisitos que son necesarios para la adecuación típica del delito de inasistencia alimentaria, así como todo aquello que atañe con el compromiso penal que le correspondería asumir al Procesado JAVR como resultado de haber incurrido en dicha conducta omisiva. 
Por otra parte, no le asiste la razón a los reproches formulados por el apelante respecto a que la sentencia opugnada carece de motivación, por cuanto de una simple lectura de la misma a prima facie se observa que el Juzgado de primer nivel expuso con suficiencia las razones tanto de hecho como de derecho para considerar que el Procesado debía ser declarado penalmente de los hechos por los cuales fue convocado a juicio criminal por parte de la F.G.N.

Como consecuencia de lo todo lo antes expuesto, concluye la Sala que el recurrente se encuentra equivocado en los reproches formulados en contra de lo resuelto y decidido por el Juzgado de primer nivel, razón por la que el fallo opugnado deberá ser confirmado en todo aquello que fue objeto de la discrepancia planteada por el apelante.
Como apunte a modo de colofón, la Sala esclarecerá una problemática que se podría presentar como consecuencia de la fecha en la cual se leerá el presente fallo de 2ª instancia, la que sería después del 11 de enero hogaño, lo que daría pie para pensar que en el presente asunto se encuentra extinta la acción penal como consecuencia del fenómeno de la prescripción, si partimos de la base consistente en que acorde con lo reglado por el artículo 292 C.P.P. a partir de la formulación de la imputación, la cual tuvo lugar el 11 de enero de 2.017, ante el Juzgado 2º Penal Municipal de esta localidad, con Funciones de Control de Garantías, se interrumpió la prescripción de la acción penal y empezó a correr un nuevo termino por el lapso de tres años, lo que implicaría que el proceso prescribía el 11 de enero de 2.020
. 
Pero como quiera al advenimiento del proceso en sede de 2ª instancia, lo cual tuvo lugar prácticamente a la víspera de que iniciarían las vacaciones colectivas del mes de diciembre del 2.019, la Sala se percató que la actuación estaba ad portas de prescribir, al parecer como consecuencia de la incuria del Juzgado A quo, cuya titular escudándose en excusas banales procedió a fijar fechas supremamente distantes entre una y otra audiencia, razón por la que a quien se le encomendó la ponencia le correspondió trabajar a marchas forzadas para conjurar los efectos nocivos de la prescripción, siendo por ello que la mayor brevedad posible se radicó una ponencia que fue aprobado por acta # 1149 del 19 de diciembre de 2.019, calendas en las que se tiene que ha nacido a la vida jurídica la providencia de 2ª instancia sin importar la fecha en la que posteriormente tenga lugar la audiencia de lectura.   
Frente a lo anterior, la Corte ha dicho: 

“Surge  entonces  que  en  estos  casos,  hay  dos  momentos diferentes: emisión de la decisión y lectura de la misma. 

Si  la competencia es de un Tribunal, la Sala observa que a partir  del  registro  del  proyecto  que  corresponde  al magistrado  ponente,  se  presentan  dos  eventos  que  se destacan  por  su  independencia:  (i)  la  discusión  y adopción de la   decisión a través de la cual se resuelve el recurso  y  (ii)  la  comunicación  de  la  providencia  por medio  de  la  lectura  de  la  misma. La  diferencia  con aquellos  asuntos  que decide un  juez  singular,  es  que  en los mismos  no  se  presenta  un  proyecto  para  discusión, pero se  identifican en cuanto a que existe una decisión y ulterior lectura de la misma.  

Consecuentemente, no es dable confundir tales momentos procesales que se ofrecen claramente disímiles como pasa a verse: 

Cuando  la norma aludida  señala que  la Sala estudiará y decidirá  el  recurso,  eso  ni  más  ni  menos  significa definición  del  asunto  sometido  a  su  consideración,  de modo  que  equivale  al  acto de proferir  sentencia,  la  cual debe suscribirse por los integrantes de la Corporación que tomaron parte en la discusión y aprobación. Se desprende entonces  con  relativa  claridad,  que  el  acto  ulterior  de  lectura es distinto al de la emisión de la decisión, luego no es  dable  aseverar  que  mientras  no  se  materialice  el segundo no cabe hablar de proferimiento del fallo. 

Tan  cierto  es  lo  anterior  que  la  parte  final  de  la disposición  trascrita  estipula  que  el  fallo  será  leído  en audiencia,  de  lo  cual  se  infiere  que  ya  fue  emitido  y aprobado y como  tal nació a  la vida  jurídica, pues de no ser  así,  se  habría dicho  que  sería proferido en una vista pública. 

Desde un punto de vista netamente práctico, hay eventos que  sacan  avante  la  postura  que  frente  al  tema  se propone.  En  efecto,  piénsese  que  a  varios  de  los magistrados que participaron en  la discusión y adopción del fallo, se les venció el período inmediatamente después  y por lo mismo dejaron el cargo antes de la lectura, o por circunstancias  especiales  no  pueden  estar  presentes  ese día.  

Con  la  tesis  que  se  viene  desarrollando  no  habría problema,  porque  la  decisión  como  tal ya  existe, únicamente  hace  falta  darla  a  conocer;  en  el  evento contrario que acoge el actor, se originaría una dificultad, porque si se entiende que la sentencia se profiere cuando se  lee,  ya  los  funcionarios  que  intervinieron  en  su aprobación no están, de modo que cómo se podría hablar de emisión del fallo en ese momento? 

Cuestión  bien  distinta  es  el  segundo  suceso,  esto  es,  la lectura de la providencia que conlleva lo siguiente: 

a- Según se dijo, la sentencia ya ha sido proferida y por lo mismo suscrita por quienes  intervinieron en  la discusión y aprobación. 

b- Al momento de la lectura por obvias razones, ya no se presenta discusión de ninguna índole.  

c- El fallo no se firma en ese acto procesal, lo cual debería ser así si se aceptara la tesis en cuanto a que se profiere al instante de darse a conocer.  

d- No es obligatoria la presencia de la sala en pleno para la lectura, inclusive se permite que la haga un magistrado distinto de aquél que hizo  las veces de ponente, y que se haga  un  resumen  de  la  providencia. Si ese fuera el instante procesal para considerar legalmente proferido el fallo, lo normal y lógico es que asistieran los componentes de la Sala y que su lectura fuera íntegra.  

e-  La  diligencia  en  referencia  no  es  nada  diferente  a comunicar  la decisión  a  las partes  e  intervinientes, en  lo que  constituye  una  clarísima  expresión  del  principio  de publicidad, que según ha tenido ocasión de expresarlo  la Corte  Constitucional  y  esta  Sala,  está  estrechamente ligado  al  derecho  de  defensa,  pues  a  partir  del conocimiento  que  aquéllas  tengan  de  las  decisiones judiciales  a  través  de  la  fuente  que  las  profirió,  pueden decidir  si hacen uso de  los medios de  impugnación  que consagra  la  ley;  en  otros  términos,  determinarán  si asumen  la  decisión  o  la  controvierten  porque  ella  les ocasiona  un  agravio  y  por  lo  mismo les suscita inconformidad. 

Por  lo  tanto no es válido afirmar que  la  tesis que aquí se consigna  atenta  contra  el derecho de publicidad, porque ya  se vio,  éste  se privilegia  en  el momento mismo de  la lectura,  a  partir  del  cual  se  activa  la  facultad  de interponer  recursos  en  la medida  que  la  providencia lo admita, lo cual desde luego no es óbice para pregonar que la decisión ya se profirió…”
. 

Acorde con lo anterior, se puede concluir que en el presente asunto no se encuentra extinta la acción penal como consecuencia del fenómeno de la prescripción, porque pese a que la audiencia de la lectura del fallo de 2ª instancia tendrá lugar después del 11 de enero de 2.020, de todos modos la sentencia de 2ª instancia, con la que se desató la alzada, nació a la vida jurídica el 19 de diciembre de 2.019, cuando los integrantes de esta corporación mediante acta # 1.149 de esas calendas aprobaron el proyecto presentado in extremis por el magistrado a quien se le encomendó la ponencia. 

Lo dicho hasta ahora nos estaría indicando que en el presente asunto no se encuentra extinta la acción penal, porque el termino prescriptivo, acorde con las voces del artículo 189 C.P.P. se suspendió con el proferimiento del fallo de 2ª instancia, lo que como ya se ha dicho tuvo lugar el 19 de diciembre de 2.019. 
En mérito de todo lo antes lo expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado 1º Penal Municipal de Pereira, con Funciones de Conocimiento, en las calendas del 18 de diciembre de 2.019, en virtud de la cual se declaró la responsabilidad penal del procesado JAVR, por incurrir en la comisión del delito de Inasistencia Alimentaria.

SEGUNDO: DECLARAR que en contra esta providencia procede el recurso de casación el cual debe interponerse dentro de los términos legales.  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 13 de febrero de 2008. Rad. # 25649. 





� Si se tiene en cuenta que acorde con el inciso 2º del artículo 233 C.P. a partir de la formulación de la imputación el término de la extinción de la acción penal, como consecuencia de la prescripción, sería el de 3 años debido a que la pena máxima con la que sanciona el delito de marras es la de 72 meses de prisión. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 14 de agosto de 2.012. Rdo. # 38467. M. P. LUIS GUILLERMO SALAZAR OTERO.
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